[image: image1.png]


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA TUTELA / IMPROCEDENCIA / NOTIFICACIÓN DEL FALLO DE TUTELA VÍA TELEFÓNICA / ACEPTACIÓN DEL JUEZ CONSTITUCIONAL DE ESA FORMA DE NOTIFICACIÓN NO ES DISCUTIBLE EN OTRA TUTELA.
… la Corte Constitucional ha hecho énfasis en el sentido de que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para atacar una sentencia que se haya proferido dentro de un asunto de igual carácter, lo que la ubica en el campo de la improcedencia.

De tiempo atrás, con sentencia T-041 de 2010, posición que se ha mantenido vigente , expresó la alta Corporación, trayendo a cuento abundantes pronunciamientos de similar índole, que: 

“3.1. Ha explicado esta corporación que el mecanismo para confutar la decisión de un juez de tutela es la impugnación de la misma, si es de primera instancia, y su opcional revisión por parte de la Corte Constitucional: (…)
“Admitir que los fallos de tutela definitivamente decididos o excluidos para revisión sean luego objeto de una nueva acción de tutela, sería como instituir un recurso adicional ante la Corte Constitucional para la insistencia en la revisión de un proceso de tutela ya concluido, lo cual es contrario a la Constitución (art. 86 C.P.), a la ley (art. 33 del Decreto 2591 de 1991)…” (…)

Descendiendo al caso de ahora, se presenta una realidad insoslayable para esta Sala, que se reduce al hecho de que no es factible inmiscuirse en la actividad de otro juez constitucional para revisar una providencia de esa clase, cuando dicha labor corresponde, en el estado actual de cosas, a la Corte Constitucional, Corporación a la que debe ser remitido el expediente para ese efecto. (…)
… el funcionario encartado estimó idónea y expedita la forma como se le notificó la sentencia al actor, con lo cual vio como única alternativa correcta, declarar improcedente la impugnación que fue presentada al cuarto día siguiente de la diligencia de notificación, y remitir el expediente a la Corte Constitucional, ello de conformidad con el artículo 31 del citado decreto.

Corolario de lo anterior, es inviable dejar sin efectos por esta vía una resolución judicial prevalida de un razonamiento ajustado al ordenamiento jurídico y a las normas que regulan ese específico trámite, que por más discutible que le parezca al actor, exhibe una argumentación que no revela una posición arbitraria y antojadiza, con lo cual queda vedada de la injerencia del juez constitucional.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, marzo dieciocho del dos mil diecinueve  
Expediente: 66001-22-13-000-2019-00135-00 
Acta N° 96 del 18 de marzo del 2019 
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Nobel Jiménez Serna contra el Juzgado Segundo de Familia local, a la que fue vinculada Adriana Jiménez Báez en calidad de Secretaria General y Jurídica y Representante Legal Suplente de La Nueva E.P.S.
ANTECEDENTES

Nobel Jiménez Serna, quien actúa en su propio nombre, promueve acción de tutela frente al Juzgado Segundo de Familia de esta ciudad, en procura de la protección de su derecho fundamental al debido proceso,  que estima trasgredido en el trámite de la acción de tutela con radicado 66001-31-10-002-2019-00022-00.

Los hechos relatados admiten la siguiente síntesis:




El 18 de enero radicó ante el Juzgado accionado una acción de tutela; luego, el 11 de febrero siguiente recibió una llamada telefónica en la que le informaron que había sido declarada improcedente. 





El 12 de febrero se acercó al Despacho a pagar las copias del fallo, sin embargo en ese momento no se las entregaron, que solo hasta las horas de la noche conoció de los documentos porque al parecer, el mensajero o empleado del Juzgado, los dejó a través de la ventana o por debajo de la puerta.





Denuncia que el Juez convierte en forma forzada y sobre la marcha un aviso telefónico de dudoso interlocutor en una notificación de ley; para declarar extemporáneo su recurso de apelación, manifiesta que él realmente fue notificado del fallo el 12 de febrero porque solo hasta ese día recibió las copias de la sentencia en las horas de la noche; siendo así, contaba hasta el 15 de febrero para impugnar.  
Solicitó, en consecuencia, declarar la nulidad de la sentencia del 8 de febrero que declaró improcedente el amparo y del auto del 18 de febrero que declaró extemporánea la impugnación. También pidió revisar todo el proceso de la acción de tutela de la referencia e investigar los posibles atropellos cometidos por el Juez en este proceso. 
Con la demanda aportó copia del recurso de impugnación radicado el 15 de febrero anterior.   
Se dio el impulso de rigor; del Juzgado se solicitó la remisión de las copias pertinentes para decidir el resguardo y se ordenó la vinculación de la representante legal de La Nueva E.P.S.
El Juez Segundo de Familia local explicó que la acción de tutela mencionada por el demandante fue resuelta negativamente el 8 de febrero; contra la cual el accionante propuso un recurso de apelación de forma extemporánea, comoquiera que fue enterado del fallo el 11 de febrero, por medio del número que para el efecto enunció en el escrito de tutela, y el escrito de impugnación fue presentado hasta el 15 de febrero anterior. 
La Secretaria General y Jurídica y Representante Legal Suplente de La Nueva E.P.S., dijo que en ese asunto le solicitó al Juzgado Segundo de Familia local declarar improcedente el amparo habida cuenta de que el accionante es el señor Nobel Jiménez Serna cuando realmente el interesado en solicitar el pago es el señor Mateo Jiménez Castaño; que el accionante no acreditó la legitimación en la causa por activa, ni logró demostrar que el señor Mateo Jiménez Castaño no pudiera actuar en causa propia; también explicó que le planteó al Despacho que la acción de tutela no es la vía para dirimir conflictos relacionados con obligaciones dinerarias. Estimó que el trámite de esa acción de tutela se surtió en legal forma, lo que derivó en una decisión ajustada a derecho. Por último pidió no conceder el resguardo. 
CONSIDERACIONES
El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

El caso que ocupa la atención de la Sala, deviene de la inconformidad que le causa al accionante la sentencia que se profirió en una acción de tutela que interpuso contra la Nueva E.P.S, para que le fuera reembolsado un dinero que tuvo que sufragar para la atención médica de su hijo y el auto mediante el cual se declaró extemporáneo el recurso de impugnación que presentó contra aquella. 
Pero, para decirlo de una vez, la Corte Constitucional ha hecho énfasis en el sentido de que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para atacar una sentencia que se haya proferido dentro de un asunto de igual carácter, lo que la ubica en el campo de la improcedencia.

De tiempo atrás, con sentencia T-041 de 2010, posición que se ha mantenido vigente
, expresó la alta Corporación, trayendo a cuento abundantes pronunciamientos de similar índole, que: 

  


“3.1. Ha explicado esta corporación que el mecanismo para confutar la decisión de un juez de tutela es la impugnación de la misma, si es de primera instancia, y su opcional revisión por parte de la Corte Constitucional:

  


“El mecanismo constitucional diseñado para controlar las sentencias de tutela de los jueces constitucionales que conocen y deciden sobre las acciones de tutela, por decisión del propio Constituyente, es el de la revisión por parte de la Corte Constitucional. Esta regulación, no sólo busca unificar la interpretación constitucional en materia de derechos fundamentales sino erigir a la Corte Constitucional como máximo tribunal de derechos constitucionales y como órgano de cierre de las controversias sobre el alcance de los mismos. Además, excluye la posibilidad de impugnar las sentencias de tutela mediante una nueva acción de tutela - bajo la modalidad de presuntas vías de hecho - porque la Constitución definió directamente las etapas básicas del procedimiento de tutela y previó que los errores de los jueces de instancia, o inclusive sus interpretaciones de los derechos constitucionales, siempre pudieran ser conocidos y corregidos por un órgano creado por él - la Corte Constitucional - y por un medio establecido también por él – la revisión.

  


 …   …   …

  


La Constitución misma previó un proceso especial contra cualquier falta de protección de los derechos fundamentales: la revisión de las sentencias de tutela proferidas por los jueces constitucionales (art. 86, inciso 2º C.P.). La revisión que lleva a cabo la Corte Constitucional incluye las vías de hecho de los mismos jueces de tutela. Se trata de un mecanismo especial para garantizar el cierre del sistema jurídico por el órgano constitucional encargado de salvaguardar la supremacía de la Constitución. 

  


(…)
   


Admitir que los fallos de tutela definitivamente decididos o excluidos para revisión sean luego objeto de una nueva acción de tutela, sería como instituir un recurso adicional ante la Corte Constitucional para la insistencia en la revisión de un proceso de tutela ya concluido, lo cual es contrario a la Constitución (art. 86 C.P.), a la ley (art. 33 del Decreto 2591 de 1991) y a las normas reglamentarias en la materia (arts. 49 a 52 del Reglamento Interno de la Corte Constitucional). Las Salas de Selección de la Corte Constitucional, salvo sus facultades legales y reglamentarias, no tienen la facultad de seleccionar lo que ya ha sido excluido de selección para revisión ni una acción de tutela contra uno de sus fallos de tutela. Esto por una poderosa razón. Decidido un caso por la Corte Constitucional o terminado el proceso de selección para revisión y precluido el lapso establecido para insistir en la selección de un proceso de tutela para revisión (art. 33 del Decreto 2591 de 1991 y art. 49 a 52 del Reglamento Interno de la Corte Constitucional
), opera el fenómeno de la cosa juzgada constitucional (art. 243 numeral 1 C.P.). Una vez ha quedado definitivamente en firme una sentencia de tutela por decisión judicial de la Corte Constitucional, no hay lugar a reabrir el debate sobre lo decidido.”

  


Lo precedente resalta el valor jurídico que tienen las decisiones de tutela y lleva a concluir que no es posible la presentación de acciones de esa misma entidad contra fallos de tutela, los cuales al adquirir el carácter de cosa juzgada son inamovibles, una vez se ha tomado la decisión de no escoger el caso en la Sala de Selección. Igual ocurre cuando, de seleccionarse, se profiere la sentencia de tutela correspondiente, confirmando o revocando la providencia de instancia.

  


3.2. La Sala Plena de esta Corte, mediante la precitada sentencia SU-1219 de 2001, unificó la jurisprudencia referida a la imposibilidad de interponer acciones de tutela contra fallos de la misma naturaleza que han resuelto situaciones jurídicas previamente planteadas por esta misma vía
, reiterando además que la competencia para efectuar la revisión de los fallos proferidos por los jueces constitucionales es de carácter exclusivo y excluyente, de conformidad con lo que establece el artículo 86 de la Constitución Política.

  


Destacó adicionalmente que la improcedencia de la acción de tutela contra fallos de tutela, a la luz de la Carta Política, se justifica para: “i) hacer efectiva la protección de los derechos fundamentales confiada por la Carta Política a todos los jueces y ii) garantizar el acceso efectivo a la justicia, toda vez que cierra la posibilidad de que el cumplimiento de las órdenes de tutela se dilate de manera indefinida, en cuanto garantiza a quien reclama sobre la protección constitucional que el asunto de la vulneración de sus derechos fundamentales será resuelto de una vez.”
 
En el mismo sentido, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia señaló que: 

  


“De otra parte, se destaca que la jurisprudencia constitucional tiene definido de tiempo atrás que la acción de tutela resulta inconducente frente a decisiones emitidas en procesos del mismo linaje. Y como en el caso concreto la queja constitucional se dirige contra la sentencia de tutela proferida el 2 de abril de 2009 por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, resulta claro que el amparo no puede concederse, pues, se repite, éste no procede frente a decisiones emitidas en trámites de tutela.

 

  


Al respecto viene al caso acotar que ante una equivocación o arbitrariedad en que puedan incurrir los jueces en sede de tutela al ocuparse de la pertinente decisión, no sería una nueva queja de tal naturaleza la idónea para contrarrestar el supuesto quebranto, sino únicamente la revisión eventual, instrumento que está pendiente de surtirse ante la Corte Constitucional, aspecto que pone de relieve la existencia de otro medio de defensa judicial, al que debe acudir el interesado en procura de dilucidar las inconformidades referidas, pues la tutela no puede convertirse en un mecanismo paralelo (exps. 2006-01425-01 y 2007-02023-00).

 

3.      Sin embargo, excepcionalmente se ha reconocido que podría abrirse paso una solicitud de amparo contra decisiones adoptadas en procesos de tutela, si ha habido una violación grave al debido proceso o al derecho de defensa.

 

4.      Con todo, incluso en esos eventos extremos de grave violación de los derechos al debido proceso o a la defensa, no se puede abrir paso el amparo reclamado si hay medios de defensa judicial en curso o pendientes de decisión, como en efecto se observa que los hay en el asunto que ahora se resuelve, pues la revisión eventual ante la Corte Constitucional no se ha surtido aún.”

Descendiendo al caso de ahora, se presenta una realidad insoslayable para esta Sala, que se reduce al hecho de que no es factible inmiscuirse en la actividad de otro juez constitucional para revisar una providencia de esa clase, cuando dicha labor corresponde, en el estado actual de cosas, a la Corte Constitucional, Corporación a la que debe ser remitido el expediente para ese efecto. 

Pensarlo de otra manera sería dejar abierto el camino a la incertidumbre constitucional, cuyo límite ha sido señalado expresamente por el legislador y le corresponde a la alta Corporación, después de lo cual las decisiones que se adopten hacen tránsito a cosa juzgada; sin perjuicio, claro está, de que pudieran darse situaciones extremas que permitieran recurrir a este mecanismo, incluso contra decisiones en otra acción de tutela; mas, ya está dicho, y se repite, ello no puede acontecer mientras esté pendiente, como lo está en este caso, la revisión establecida en el Decreto 2591 de 1991.  
Desde esta perspectiva, salta a la vista una causal de improcedencia, que se declarará en lo que atañe con la pretensión orientada a que se declare nula la sentencia de la acción de tutela objeto de estudio y también en lo que concierne con la solicitud para que se derruya el proveído mediante el cual se declaró extemporáneo el recurso de impugnación, porque el asunto en la actualidad se encuentra bajo el escrutinio de la Corte Constitucional y será esa alta Corporación la que defina si es menester que se dé trámite a la impugnación como reclama el actor. 





Ahora bien, en gracia de discusión, si se pensara que el asunto es procedente porque es cierto que la Jurisprudencia constitucional ha establecido que es posible dar cauce a una acción de tutela contra las actuaciones que se producen durante el trámite de un asunto de ese tipo
, en cuyo evento debe verificarse el cumplimiento de los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales
, se tendría que aquellos en el de marras se satisfacen, si el estudio se centra solamente en el auto que declaró extemporánea la impugnación.





Así se afirma porque se aduce la vulneración, entre otros, del derecho fundamental al debido proceso; contra ese auto no procede ningún recurso, con lo cual se supera el presupuesto de subsidiaridad, esa decisión data del 18 de febrero anterior, se cumple, en consecuencia, con el principio de inmediatez; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante al funcionario, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una sentencia dictada dentro de una acción de tutela. 

Sigue en consecuencia, según se desprende de la crítica, aludir a un defecto material o sustantivo, del que se ha dicho “En ese orden de ideas, se está ante un defecto material o sustantivo cuando el juez basa su decisión en una norma que no es aplicable al caso por impertinente, no estar vigente, ser inexistente, haber sido declarada inexequible u otorgarle efectos distintos a los señalados en la ley. Además, para que se configure este yerro, dichas circunstancias deben tornar irrazonable la interpretación judicial, no sistemática o incluso, contraria a la ley.”
, comoquiera que se pone en entredicho la aplicación que a los artículos 30 y 31 del decreto 2591 de 1991, le dio el funcionario encartado: 





Esas normas disponen:


“Artículo 30. Notificación del fallo. El fallo se notificará por telegrama o por otro medio expedito que asegure su cumplimiento a más tardar el día siguiente de haber sido proferido.


Artículo 31. Impugnación del fallo. Dentro de los tres días siguientes a su notificación el fallo podrá ser impugnado por el Defensor del Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el representante del órgano correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato.


Los fallos que no sean impugnados serán enviados al día siguiente a la Corte Constitucional para su revisión.”




En este particular caso a folio 80 reposa una constancia del 11 de febrero anterior, del notificador del despacho en los siguientes términos: “Al señor Juez me permito informarle que me comuniqué con el número de celular 3014625859 del señor Jesús Nobel Jiménez Serna a quien se le puso de manifiesto la sentencia de la acción de tutela contra la Nueva EPS de Pereira”; por su parte el accionante en su escrito introductorio confirmó que “En febrero 11/2019 recibí vía telefónica – posiblemente del Juzgado Segundo de Familia información que mi tutela había sido declarada improcedente”; consecuencia de lo cual el titular del despacho decidió no dar trámite a la impugnación. 




Se colige de lo expuesto que el funcionario encartado estimó idónea y expedita la forma como se le notificó la sentencia al actor, con lo cual vio como única alternativa correcta, declarar improcedente la impugnación que fue presentada al cuarto día siguiente de la diligencia de notificación, y remitir el expediente a la Corte Constitucional, ello de conformidad con el artículo 31 del citado decreto.

Corolario de lo anterior, es inviable dejar sin efectos por esta vía una resolución judicial prevalida de un razonamiento ajustado al ordenamiento jurídico y a las normas que regulan ese específico trámite, que por más discutible que le parezca al actor, exhibe una argumentación que no revela una posición arbitraria y antojadiza, con lo cual queda vedada de la injerencia del juez constitucional.

 



Recuérdese, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que son ajenas a este acontecer, según viene de verse. La posición del juzgado no es producto de una descabellada e irregular posición jurídica que deba removerse por esta especial senda.





Esas circunstancias reafirman el fracaso de las pretensiones.
En consecuencia como se anunció se declarará la improcedencia del resguardo incluso de las pretensiones dirigidas a que se revise todo el trámite de la acción de tutela de la referencia y que se investiguen los posibles atropellos cometidos por el Juez en este proceso; la primera porque ya en la actualidad el caso está bajo el estudio de la Corte Constitucional, y la segunda porque, no está llamado el juez de tutela a incursionar en asuntos de orden disciplinario y está en cabeza del accionante la facultad de iniciar ante las autoridades competentes, las acciones que estime pertinentes para que se investiguen los posibles atropellos que denuncia.

  



Se absolverá, de otro lado, a los demás intervinientes  por no hallarse de su parte trasgresión de derechos a la accionante.
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Nobel Jiménez Serna, contra el Juzgado Segundo de Familia local.
Se absuelve a los demás vinculados al asunto.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia T-133 de 2015; SU-055 de 2015; Sentencia T-280/17


1 “Reglamento Interno de la Corte Constitucional, Artículo 49. Sala de Selección de Tutelas. (…) Según el artículo 33 del decreto 2591 de 1991, es facultad de la Sala de Selección escoger de forma discrecional las sentencias de tutela que serán objeto de revisión. En tal virtud, las peticiones que se reciban de personas interesadas en que se revise un fallo de tutela, serán respondidas por el secretario general de la (…)


� SU-1219/01, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. Cfr. SU-154/06, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 


��HYPERLINK "http://internet/sentencias/2002/T-021-02.rtf"�T-021/02� , �HYPERLINK "http://internet/sentencias/2002/T-217-02.rtf"�T-217/02�, �HYPERLINK "http://internet/sentencias/2002/T-354-02.rtf"�T-354/02�, �HYPERLINK "http://internet/sentencias/2002/T-432-02.rtf"�T-432/02�, �HYPERLINK "http://internet/sentencias/2005/T-944-05.rtf"�T-944/05� �HYPERLINK "http://internet/sentencias/2006/T-059-06.rtf"�T-059/06� (ENTRE OTRAS).


�Cfr. T-059/06 M. P. Álvaro Tafur Galvis, T-1204/88, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Sentencia de marzo 27 de 2009, ref. 11001-02-03-000-2009-00815-00, M.P. Arturo Solarte Rodríguez


� Sentencia T-286/18


� Sobre ellos se encuentra abundante explicación en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19


� Sentencia T-031/18
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